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TRIBUNAL CONSTITUC IONAL

SALA PRIMERA

Excmos ,  S res . :

D. Miguel Rodrlguez-Piñero

y Bravo-Ferrer

D. Fernando Garcfa-Món y

Gonz6,Lez-Regueral

D. Vicente Gimeno Sendra

D. Rafael de Mendizábal

AI lende

D. Pedro Cruz Vi l la lón

SOBRE: Sentencia del Juzgado de

Io Socia l  núm. L7 de Barcel

sobre despido y ejecutoria

Juzgado de 1o Social nr1m. 30.

En Ia pieza separada del

SaLa ha acordado dictar el siguient,e

asunto de referenciq,

AUTO

I. ANTECEDENTES.

1.  E l  d fa L2 de jun io de 1993,  don Jorge Dele i t ,o

Garcia, Procurador de los Tribnales, en nombre y represent,ación

de don Miguel Cruz Garcla, interpuso recurso de amparo contra

Sentencia de 4 de mayo de L992 dictada por el Juzgado de 1o

Social núm. 17 de los de Barcel<¡na y cont,ra lae actuaciones

pract, icadas por e1 Juzgado de 1o Social nl im. 30 de Ia misma

capi ta l  en la  e jecutor ia  49L7 /92 de aquelLa resoLución.  En la

demanda se nos dice que eI actual recurrente en amparo es uno

de los dos socios de1 Inst, i tuto de Componentes Tetefónicos,

S.A. ,  asf  como de Insta ladora de Comunicac iones Telefónicas,

\;

0 0434258

Nr1m. de Regietro: L91,6/93

ASUNTO: Amparo promovido por

don Miguel Cruz Garcfa.
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S.A. y además administ,rador de Ia primera. Deede que fue

materialmente expulsado y hasta eI eobreeeimiento de las

actuaciones penales incoadas contra é1 por Bu eocior no

compareció por las dependencias del Insti tuto, del que pasó a

ser administ.rador eI otro socio.

El 2L de mayo de L993, agentes del Juzgado de lo

30 de Barcelona, le notif ican divereaE resoluciones

ejecución, por 1o que adquiere conocimiento por vez

la demanda presentada por e1 tr:abajador contra la

ya mencionadas y sus dos aüninistradoree.

Examinadas las actuaciones, pudo constatar que e

la parte actora habfa faci l i tado su nuevo domici l

y el famil iar, ambos de Barcelona, donde pode

ci tac iones.

Social núm

recafdas en

primera de

sociedades

Letrado de

profes ional

efectuar las

El demandante en amparo interesa que se declare

nulidad de la Sent,encia y actuaciones poeteriores a

comparecencia deI Let,rado demandante en la que designó

domici l ios del aquf recurrente, para que ret,rotrayendose

act,uaciones se le cite y emplace en forma legal, dandósele

posibil idad de personarse y defenderse en eI proceso lV
restaurándosele en su derecho a la tut,ela judicial etectiv{,

que est,ima vioLado. Por otrosf pide que 6ea suspendida |-a
ejecución de Ia Sentencia que impugna.

2. La Sección Primerar €r providencia de 22

noviembre, acordó formar La correspondiente pieza separ

conceder en e11a un plazo común de tres dfae al Ministerio

Fiscal y a Ia demandante para que dentro del mismo pudieran

alegar cuanto est,imaran pertinent,e en reLación con Ia medida

caut,elar soLic i tada.

3.  EI  Minister io Fiscal  a legar €n eeencia,  que en

supuestos anteriores y anáIogos al presente, el Tribunal Cons-

titucional ha venido denegando La suspensión, ya que el pago de

cantidades no produce una perturbación grave de los intereses
generales, ni hace irreversible Ia retroacción del mont.ant,e
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entregado, que puede ser recuperado en un futuro ei }a

Sentencia fuera de signo opuesto a la que en su dfa ae dictó.

No obstante, debe establecerse caución euficiente para

responder de una eventual devolución.

4. EI demandante insist,e en 6u eolicitud de 6us-
pensión y pone de relieve que existen embargos trabados eobre

bienes inmuebLes de au titularidad que la suspeneión no tiene
porque levantar, lo que garantiza suficientemente lae resulta

del presente procedimiento de amparo. Por el contrario, si

ejecutasen Los bienes embargados -la vivienda part,icular y l
plaza de garage en el mismo inmueble del actor- eI perjuic

que se causarÍa al peticionario de amparo serfa irreparable a

ser despojado de su vivienda, gue además diffci lment,e podr

recuperar .

II .  FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. Aunque Ia Ley Orgánica de est,e Tribunal no

diga asf, explicitamenter rro parece diecutible que la inte
sición del recurso de amparo, por su propia naturaleza int,r

secar rro obsta a La vigencia, efectividad o ejecutoriedad

las disposiciones generales, actos de la Aüninistración o

cualquier otra instit,ución del Estado y sentenciae, que aon

objeto. Es una consecuencia de la presunción de legitirnidad
alcanza a todas las actuaciones de l-oe poderes púbJ.icos y con

mayor razón si, como es el caso, ostentan una auténtica

legitimación democrática. Esta presunción inherente a la entera

act iv idad públ ica ( legis lat iva,  e jecut, iva y judic ia l )  está pre-

sent,e y operante, aunque inplfcit,a, en Ia Const,itución y a las

veces explfcita en el resto del ordenamiento jurfdico.

Ahora bien, como cont,rapeso de tal preeunción nues-

tro sistema de justicia constitucional configura }a posibil idad

de que este Tribunal suspenda la ejecución del acto de los po-
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deres ptlblicos por razón de1 cual se reclama el amparo. Desde

una perspectiva procesal aparece como una medida cautelar, gü€

cumple una función de equil ibrio entre el poder y La l ibertad,

conectándose directa e inmediatamente a la garantla de la efec-

tividad de l-a tutela judicial que consagra e} art. 24 de nues-

tra Constitución. En efecto, eI soporte de tal medida consiste

en el riesgo o la certeza de que Ia ejecución ocasionará un
perjuicio que harÍa perder al amparo su finalidad, según dice

el art. 56 de nuestra Ley Orgánica, convirtiendo asf una even*

tuaL sentencia favorable en una mera declaración de buenos pro-

pósitos, desprovist,a de eficacia práctica. La euspensión prel-

ventiva de1 act,o o disposición objeto de] proceso de amparp

exige una delicada ponderación de los interesea generafes y lop
derechos fundamentales de terceros, cuya perturbación grave p
lesión actúa como lfmite de 1a medida ceutelar y ef interép
particular del demandante en amparo. En tal aepecto eB el pd-

I

tencial perjudicado quien ha de just,if icarlo, Por otra part$,

el  anál is is de Ia s i tuación ha de haceree sin prejuzgar 
f la

cuestj-ón principal, aun cuando sin perderla de viet,a, con ytl"
mirada al- soslayo . '  

I
I

2. En esta ponderación de interesee, ein olv idpr
que en un Estado de Derecho 1as Sentenciae claman por 

"bt
cumplidas, como exigencia fmplicita en Ia eficacia de la tut{la
jud ic ia l  (a r ts .  24 .L  y  1L8 C.E. ) ,  no  reeu l t ,a  menoa c ie { to

tanbién que las condenas al pago de una indemnizac{ón
-1 .097.274 pesetas-  y  aL  abono de  sa la r ios  devengados -990. { .n ,

pesetas- no son eino prestacionea de darr obligaciol¡es

dinerarias, cuantif icadas y recuperables en principio, inclufdo
eI perjuicio sufrido por eI lucro ceeante, aun cuando esta
afirmación admita matizaciones en función de circunstanciae

objet ivas (cuantfa) y subjet ivas (s i t ,uación económica del
condenado), sin mencionar la depreciación monetaria. Por eeta

su naturaLeza ha merecido trato dist,into que el dado a los
supuestos en que estan implicadas las l ibertadee, permit,iéndose

la ejecución con o sin afianzamiento. Ahora bien, tanbién hemos
dicho que cuando de la ejecución puedan seguiree perjuicios

0 043425s
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patrimoniales de carácter irrevergible o cuya reparación fuera

diflci l habrán de adopt,arse las medidas cautelares gü€¡ como

contrapeso, eviten tales con6ecuenciae negativas,

restableciendo asf eI equil ibrio de loe interesee en pugtna,

como ocurre siempre que se hubiera de producir la tranemisión

irrecuperable de un bien determinado (AATC 565/86, 52/89 y de

L4-L2-92 r .a .  L960/92r .  En e l  caso que ahora  nos  .ocupa,  e l

cumplimiento de Ia Sent,encia ha dado pie aI e¡nbargo de algunos

inmuebles propiedad del condenado, por mandamiento del Juez de

1o Social nr1m. 30 de Barcelona, que de consumarse el

procedimiento de ejecución podrfa deeenbocar en la venta

forzosa de los bienes trabados.

Por Io expuesto, la Sala acuerda la euspensión de

la ejecución de la Sentencia deL Juzgado de lo Social  núm. L7

de Barcelona de 4 de mayo de L992 dictada en aut,os L2L/92 por

despido, y €tr consecuencia de Ia ejecutoria 49L7 /92 del Juzgado

de lo Social nrlm 30 de la misma capital, a partir del momento

innediat,amente anterior a la cit,ación para eubasta de los

bienes embargados, pudiendo continuar haet,a el mismo la vfa de

apremio y adoptarse a la vez cuantas medidas cautelares

estime procedentes para garantizar e] pago al trabajador

despedido de Las cantidades cuyo abono le han sido reconocidas

en Ia Sentencia del Juzgado de Io Social n¡1m. 17 de Barcelona,

asl como de los perjuicios que la demora en el pago pudieran

ocasionarle; y l imitándose la suspeneión acordada a los bienes

inmuebles propios del demandante de amparo.

Madrid, a

noventa y  t res.

novecientos
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